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SEN'I'I!NCIA INTERLOCUTOTTIA D¡]I, I'RII}UNAL CONSTITTJCIONAT,

Lir¡a 5 de noviembre de 2018

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Flor de María Riofano
Pajuelo de Barreto conlra Ia resolución de fojas 161, de fecha 20 de seliembre dc 2017,

expedida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Juslicia de Li¡na, que declaró

ilnprocedenle Ia dcmanda de autos.

FUNDAMEN'I'OS

En la senlencia ernitida en el llpcdiente 00987-2014-PA/TC. publicada en el di¡rio
'erudno el 29 de agoslo de 2014. cstc Tribunal estableció, en el

49, con carácter de precedenle, que sc cxpcdirá scniencia interlocutoria
ia, dictada sin nrás lrámile. cuando sc prcscntc alguno de los siguienles

éstos, que igua lr¡en1e eslán co¡tenidos cn cl artículo ll del Reglamenlo
Nonnalivo del'fribunal Constilucional

U

Carezca de fundamentación la supuesla vulncración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial
lrascendencia constitLrcional.
La cucstión de Derecho invocada contEdiga un preoedenle del Tribunal
Constitucional.
Sc haya decidido de manem desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la senlencia enitida en el Erpediente 0,1,188-2012-PA/TC, publicada cl 10 dc
junio de 2013 en el porlal web i¡st;tucional. csle Tribunal dcclaró inlirnd¡da la
dcmanda dc amparo sobre restilución de pensión dejubilación por considerar qu,j la
Oficina de Normalización Previsional (ONP) decidió suspender el pago de la
pensión de jubilación del recurrente debido a que, según el Informe Gralotécniru
2852-20 l0-DSO.SI/ONP, de lecha 22 de oclubre de 2010, el cual obra a loias I ll
de aulos, los docümentos dcnom¡rados cc{ificado e indemnizaciones por años dc
servicios atribuidos al exempleador Haciendtr 'l'ambogrande SA eran apócrilos por
no presentar caracteristicas fisicas compatibles con su fecha dc emisióD, asÍ conlo
por anacrcnismo tecnológico, por lo que la suspensión de la pensión de jubilaciorr
dcl demandante obedece a la exislencia dc iregularidades delectadas en los
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documentos que sirvicron de sustento para el otorgamiento de su pe¡sión dc
jubilacióll, siendo, po¡ tanto, una ¡nedida razonable, pues mediante ella la

Administración garantiza que dichas prcstaciones se otorguen conlbrme a ley.

El presente caso es sustancialmente igual a resuelto, de manera desesli¡¡aloria, cn

la scntencia emitida en el Expediente 04488-2012-PA/TC, pueslo que la recurrcnte
pretende que sc le restituya su pensión del régimen general de .jubilación del
Dccrcto Ley 19990; sin embargo. l¡ ONP ordenó la suspensión de su pensión cn
mérilo al Infor¡ne Grafbtécnico I 0,12-2013-DSO. SI/ONP, de fecha I I de junio de

2013 (fI 128 a 130 del expcdientc adminiskativo en versióI digital), eD el quc sc

concluye que Ios documcntos presentados por la de¡¡anda¡te pera acrcdilar
aportacio¡res son fraudulentos po. no presentar características físicas compatibles
con su fecha de emisión. se ha constatado que los doou¡nenlos no figüran
registradas en los archivos dc Orcinca.

Por estos l'undamenios, el Tribunal Conslitucional, con la autoridad quc lc
confierc la Constitución Política del Perú, y la participación del magislrado Espinos¡-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
¡nagistrado Ferrero Costa,

II,ESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE

Publíqucsc y notifiquese.

SS,

]!IIIIANI)A CANALES
SAI¡DÓN DE TABOADA

el recurso de vio constitucional
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Lo que

L

4. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 3 suprd, se vcritlca quc

el prcsente rccurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista cn cl
acápitc d) del f¡ndamento 49 de la sentencia recaída en el Expedienle 00987-201.1-
PA/TC y en el inciso d) del artículo I I del Reglamento Nornlativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más Irámite. improcedente
el recurco de agravio constit!¡cional,
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VOTO SINGULAR DEL MACISTIIADO FERRERO COSTA

Con la potestad que mc otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencla

de mi colega magistrado, emito el prcsente voto singular, para expre§ar respetuosamente

quc disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-Pd/TC,
SIINTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos ql¡e a

continuación cxpongo:

EXP. N.' 00725,201 8-PA/TC
LIMA
FLOR DE MARiA RIOFANO PAJUELO
DE BARRE]'O

Et, TRTBIiNAL CoNsrltucIoNAL coMo coRTE DD REVISIóN o FALLo Y No Df,

CASACIóN

La Constitución de 1979 crcó el Tribunal de GaÉntías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al 'l¡ibunal CoDstitucioDal
er inslancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitücional, dispuso la creación de un órgano ad,üoc, independiente del Poder

Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena

de los derechos ftmdamentales.

2. Ld Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Gatantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía iurisdicción
cn todo el tenitorio nacional para conocer, en úa de caslc¡ó , de los habeas corpus
y arnparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal tro

constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

3. En csc sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al e¡contrar una resolución denegato a que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma e¡rada o ha incu¡rido en graves vicios procesales cn la
lramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Itepúbiica (ree[vío) para que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luccs, diiataba en exceso los procesos constitucio¡ales
mencionados.

,1. El modelo de tutela antc ar¡cnazas y vulneración de derechos fue sedamente
modificado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, hqbeqs cotpus, amparo, h¿rbeas daf.t
y acción de cumpliniento. En segundo lugar, se crea al T bunal Constitucional
oomo órgano de cont¡ol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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mate¡ia dc procesos constitucio¡ales dc la iibertad, Ia Constitución establece que el
'l bunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitució[ Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que coüesponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últifia y
defr itba i stancia, las resoluciones denegatoricrs dictddas en los procesos de

habeas corpus, amparo, hdbeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lranca tutela de ios de¡echos fundameI1tales,

exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúc los alegatos de qr.rien se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
cont¡avend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo dc la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela
jutisdicc¡onal. Ninguna persona puede ser despiada de la jurisdicción
predeterminada por la ley, fii sometida a procedimíento disl¡nto de los pre\)¡¡1tfiefite

establecidos, ni .¡uzgadd por órganos jurisdíccionales de excepción nt p.tr
comi.tiones especiales creddas dl efecto cltalquiera sed su defiominación",
consagrada eD cl aficulo 139, inciso 3.

6. Como se advieÍe. a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso ¿ la última iNtancia constitucional tiene lugar por la vía del celtiorar¡
(Suprema Cofe dc los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del Poder Judicial. En otms palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lcsión de un derecho fundamenlal, se

debe abrir la vía conespondiente para que el Tribu¡al Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apertL¡ra de esta vía solo se p¡oduce si sc permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionaies mediante un pormeno zado
rrralisis de lo quc.c prctcndc. dc Io quc sc invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pa¡te como concretización de su de¡echo
irenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
eleslivo medio de defensa de los derechos l'undamentales frcnte a los pode¡es
públicos y privados, lo cual evidencia el t unfo dc la justicja frente a la
arbitrariedad.

w I IililIilfliltilI1 llill
EXP. N." 00725-2018-PAirC
LIMA
FLOR DE MARiA RIOFANO PAJUELO
DE BARRETO

El, DnRECHo a sfR oiDo colto MANtFESTACIóN DE LA DENIoCR^TIZ^CIóN DE Los
I'RocESos Co¡*sr¡TUCIoN,\LES Df, LA LIBERTAD

8. La adni¡istración de justicia constitucional de ia libe¡tad que brinda el 'l'ribunal

Constitucional, desde su c¡eación! es respeluosa, como co[esponde, del derecho de
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det'ensa inherente a toda percona, cuya manilestación p ma a es ej de¡echo a se¡
oído con todas las debidas garantias al intedor de cualquier proceso en el cual se

dcrcrminen su" derechos. inlerescs ) obligaciones.

9. Precisamente, mi al..iamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efecliva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos peItinenles, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso coÍstitucional.

10. Sob¡c la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
polestad de administrar justicia constituyc u¡a manifestación del poder que el
Estado ostenta sobrc ias porsonas, su ejercicio resulta constitr¡cional cuando se

brinda con est cto respcto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye cl dcrccho a ser oído con las debidas garatltías.

I L Cabc aña<lir que la participación directa de las pafes, en delénsa de sus il1tereses,
que se concede cn la audiencia dc vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo conlrario, se decidi¡ía sobre la esfera de interés de

ul1a peNona sin permitirle alegar lo conespondientc a su favor, lo que resultaría
cxcluyente y antidemocrático. Además, el T¡ibunal Constitucional tiene el debe.
includible de optimizar, eil cada caso concreto, ]as Ézones, los motivos y los
argümentos que justilican sus decisiones, porque el Tdbunal Constitucional se

iegitima no por ser un tribunal de .justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficicnte las razones dc dc¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

FXP N . 0072 5-201 R-PA/TC
I,IMA
FLOR DE MARiA RIOFANO PA,]UELO
DE BARRETO

12. En csc sentido, la Cofe Interame cana de Derechos Ilumanos ha estabiecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trdtar al indiyíd o en todo mo enlo como
un verdadert¡ sujelo del proceso, en el más amplio sentído de este concepto, y no
s¡mplemeltle como objeto del mismo"t,y qr:te "pard que exista debido proceso legal
eit pleciso q e un jüsliciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
intereses en forma el¿ct¡va y en condic¡ones de igualdad procesal con otros
justiciables'¿-

ffi tiltillI]ilIilt ilil1

I Corte IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela- sentencia del 17 de noviembre de 2009-
pá,1afo 29.
t Co¡te tDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, paffafo 146.
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NATTiR^LEZA PRocf,s,\L DEL R¡rcuRso DE AcRAvIo CoNSTITUcIo§-at,

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado e¡ la Cons¡itución no puede ser

desviñuado por el Tribunal Co¡stitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intélprete supremo, pero no su reformador, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando sc aplica a un proceso constitLtcional de la iibeñad la denominada
"sentencia interlocLltoda", el recurso de agravio constitucionai (RAC) pierde sü

verdadera esencia jurídica, ya que el TribL¡nal Constitucional úo tiene competencic
para "revisar" ni mucho menos "tecalificar" el recurso de agravio constitucional

15. De conformidad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'Iribunal ColNtitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es u1a competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conoce¡ del

R,AC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega

como un agra\ io qLre le causa indelen.ión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pala su

aplicación fónnulas imprecisas y amplias cuyo contenido. en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,

identiiicar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no dehnirlo, nj justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbit¡ario, toda vez que se podría

afectar, ent¡e otlos, ei derecho lundamental de defensa, en su manifestación de ser

oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carcntes de predictibilidad, afectando ¡otablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal ConstitucioDal ántes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, rruÍalis tutand¡s, el precedente vinculalte contenido en la Sentencia
00987-201,1-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
Iallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Senlencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reaflmación de la natwaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía previa.
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad seaÍ de

una naturaleza procesal distinta a la de ios procesos ordinarios no constituye Lu1

motivo pam que se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del recu¡so de agrar,io

constitucional.

EXP. N." 00725-20I 8-PA/TC
LIMA
FI,OR DE MARÍA RIOFANO PAJUELO
DE BARRETO
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sedc constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los dercchos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el preselte caso se convoque a audicncia para la
visla, 10 quc garantiza que el Tribunal Constitucional, en ta¡to instancia última y
definifiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas al'ectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentra¡ justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cue¡ta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacioüal de prctección de derechos

humanos.

20. Como añrmó Raúl Ferrcro Rebagliati. "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defe¡sa total de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucional
entraña cl acceso a Ia prestación ju sdiccional, cada cual al defender su derecho
está del¡ndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

cnvilecida sin la protecciónjudicial auténtica".

EXP. N." 00725-201 8-PA/TC
LIMA
FLOR DE MARiA zuOFANO PAJUELO
DE BARRETO
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